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3. Actuaciones de la Defensoría

3.1.2.7 Maltrato a personas menores de edad

Nos referiremos en este apartado a las quejas que inciden en vulneraciones 
de derechos que van más allá de la situación de riesgo, que por su gravedad 
pueden definir una conducta de maltrato hacia una persona menor de edad, 
bien fuere este maltrato por acción u omisión, psicológico y/o físico.

Cuando se tiene conocimiento de unos hechos que encajarían en 
la definición de maltrato, la Administración Pública receptora de 
la denuncia ha de intervenir en el margen que le permiten sus 
competencias, atendiendo al menor víctima de dicha situación y 
activando los mecanismos previstos en la legislación para depurar 
las correspondientes responsabilidades, incluidas las derivadas del 
posible ilícito penal.

En la dación de cuentas de nuestra intervención relataremos en primer 
lugar las quejas tramitadas relacionadas con la intervención de policía, 
servicios sociales comunitarios o Ente Público de Protección de Menores 
ante denuncias de maltrato infantil, esto es, actuaciones en las que aún no 
se ha producido la intervención de un juzgado, siendo uno de los motivos 
de queja más recurrentes el relativo a la escasa eficacia de las actuaciones 
desarrolladas tras conocer los hechos denunciados.

Sobre esta cuestión debemos reseñar la conclusión de nuestra intervención 
en la queja 19/4916 en la que la madre de una menor se mostraba 
disconforme con la tramitación dada a la hoja de notificación de maltrato 
infantil que cumplimentó la unidad especializada de salud mental infanto 
juvenil por posibles abusos sexuales a su hija, presuntamente cometidos 
por una hermana de vínculo paterno. Nos decía que tres años antes fue la 
pediatra del centro de salud quien remitió una hoja de notificación de tenor 
similar, y que dada la corta edad de su hija el estudio realizado no pudo 
arrojar datos concluyentes.

A la nueva hoja de notificación de maltrato se adjuntaba un informe clínico 
sobre la menor, en el que se aludía a las manifestaciones que esta realizaba 
relatando episodios de violencia sexual, en concreto tocamientos genitales 
realizados por su hermana -por parte de padre-, también menor de edad. Y 
esta nueva hoja de notificación de posible abuso sexual no fue remitida por 
la unidad administrativa competente (Servicio de Prevención y Apoyo a la 
Familia), para que fuese estudiada por el equipo especializado con fundamento 
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en un informe contrario a que se realizara este estudio emitido por el centro 
de protección donde estaba la menor (la menor tuvo que ser declarada 
en desamparo en consideración a las desproporcionadas desavenencias 
existentes entre padre y madre) en el que se aludía a la inexistencia de 
indicios en la menor que hicieran sospechar tales abusos sexuales. También 
se valoró por parte de dicho Servicio de Prevención y Apoyo a la Familia 
que ese momento no era el idóneo para realizar este estudio (estaba en 
curso el expediente para ratificar o rectificar la declaración de desamparo), 
acordándose que se abordaría más adelante, en un momento más propicio, 
de más estabilidad y seguridad para la menor.

La madre justificaba su petición de que su hija fuese evaluada de nuevo por un 
equipo especializado en casos de abuso sexual en el hecho de que la primera 
evaluación le fue realizada cuando tenía algo más de tres años, siendo así 
que dicho equipo no pudo llegar a ninguna conclusión precisamente por la 
corta edad de la menor. Los nuevos hechos denunciados se referían a 2019, 
tres años después, y sobre los que el testimonio de su hija sí haría viable una 
intervención de dicho equipo especializado, lo cual entraría en contradicción 
con lo expuesto por la Delegación Territorial en su informe.

Teniendo en cuenta estos antecedentes, y tras analizar los hechos desde 
nuestra obligada perspectiva de Defensor de la Infancia emitimos una 
Recomendación dirigida a la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación de Huelva para que fuese remitido el caso de la 
menor a la unidad especializada en valoraciones de casos de abuso sexual 
a menores, con la finalidad de que se efectuase un estudio que corroborara 
su veracidad o, en su caso, pudiera descartar la existencia de tales abusos.

Dicha Recomendación no fue aceptada por la Delegación Territorial, por 
lo que procedimos conforme a los prescrito en el artículo 29.2 de la ley 
9/1983, reguladora de esta Institución, poniendo en conocimiento de nuestra 
resolución a la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, como 
máxima autoridad administrativa en la materia.

La respuesta de la citada Consejería se apoya en un informe emitido por 
la Dirección General de Infancia y Conciliación que viene a refrendar la 
decisión adoptada por la Delegación Territorial, en sentido opuesto a nuestra 
Recomendación, con la siguiente argumentación:

“... Por recibida petición de valoración sobre la queja presentada al 
Defensor del Pueblo Andaluz … en relación a la conveniencia o no de 
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realizar una segunda valoración a la menor por parte del equipo técnico 
de ADIMA, respecto a los presuntos abusos sexuales ejercidos sobre la 
misma por su hermana de padre, procede informar que el seguimiento 
de la recomendación resulta inviable técnicamente

Ya en el ejercicio 2016 se llevó a cabo dicha evaluación, que concluyó 
con el archivo del caso al no apreciarse indicadores de abusos sexuales 
y con diagnóstico de no compatibilidad con los mismos. Paralelamente 
a esa intervención se inició un procedimiento judicial, por los mismos 
hechos, que finalizó igualmente con el archivo del procedimiento como 
consecuencia de la no apreciación de indicios de abusos sexuales.

Posteriormente, en marzo de 2019, llegó al Servicio de Prevención dicha 
derivación para la inclusión de la menor en el Programa de Evaluación, 
Diagnostico y Tratamiento de menores victimas de Violencia Sexual, y 
se acompañaba de un informe clínico en el que se indicaba que la menor 
había verbalizado Ia existencia de hechos que podrían calificarse de 
abusos sexuales. Los profesionales que atienden el Programa estimaron 
que una nueva valoración podría tener efectos desestabilizadores y, 
dado que los mismos hechos ya fueron valorados negativamente, se 
juzgó más pertinente observar la posibilidad de que se dieran nuevos 
indicadores específicos que justificaran un abordaje terapéutico. Ni en la 
supervisión llevada a cabo durante su estancia en el CAI, ni en el Centro 
de Menores se han observado por los profesionales manifestaciones 
ni indicadores que den lugar a una posible existencia de estos abusos. 
Los propios informes de seguimiento del Centro indican que las visitas 
a las que acude la hermana, presunta abusadora, se desarrollan con 
normalidad y sin apreciarse reacciones de rechazo, al contrario, la 
relación es de cariño y afecto,

El criterio de los y las profesionales se sustenta en el respeto legal 
para hacer prevalecen en cualquier circunstancia y ante cualquier otro 
interés legítimo, el interés superior del menor, que ha de ser valorado 
y considerado como primordial en todas las acciones y decisiones que 
le conciernan, tanto en el ámbito público como privado, tal y como 
reconoce el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1995, de 15 de enero, 
de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código 
Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en su redacción dada por la 
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Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de 
protección a la infancia y ala adolescencia.

Es este interés superior del menor el que se hace valer para motivar 
la denegación de una nueva valoración, pues “a criterio profesional 
cualificado” no se dan indicadores de abusos sexuales, no resulta posible 
obtener datos de fiabilidad (el recuerdo dela menor, de ocho años, de 
hechos acaecidos cuando tenía cuatro años queda condicionado por las 
intervenciones posteriores, al no tener entonces desarrollada la memoria 
episódica), y se tiene la certeza de un perjuicio psico-emocional en Ia 
menor, que podría ir acompañado de posibles secuelas causadas por la 
revictimización a que se vería abocada con una nueva intervención ....”

A la vista de la documentación obrante en el expediente, en especial de 
los informes emitidos por esa Administración, se constata la existencia de 
una discrepancia técnica en cuanto a la argumentación jurídica y técnica 
(psicología, educación y trabajo social) de los diferentes posicionamientos, 
y sin que a nuestro juicio pudiera considerarse errónea o contraria al 
ordenamiento jurídico la respuesta a nuestra Recomendación por parte de 
la citada Consejería, por lo que dimos por concluida nuestra intervención en 
la queja.

En el caso de la queja 20/5843, el interesado se lamentaba de que la 
madre de su hija -de siete años de edad- hubiese trasladado su domicilio 
de Lugo a Sevilla sin su consentimiento. Nos decía que dirigió un escrito 
a la Dirección General de Infancia de la Junta de Andalucía informando de 
dicho traslado de la menor y denunciando que su hija le había remitido unas 
grabaciones a través de la red social whatsApp en la que parecía indicar 
que estaba siendo víctima de abusos sexuales. Añadió a esa denuncia que la 
madre estaba suministrando sin control médico un medicamento antiviral 
(hidroxicloroquina) para prevenir el posible contagio de coronavirus.

Al no haber recibido ninguna respuesta de esa Administración, siquiera 
fuera un acuse de recibo de su escrito de denuncia, se dirigió a nosotros 
preocupado por la situación en que pudiera encontrarse la menor.

Tras interesarnos por el caso, la citada Dirección General nos informó 
que aunque sí se realizaron actuaciones a continuación de recibir la 
denuncia, es cierto que no se envió al interesado ninguna respuesta a su 
comunicación, hecho que fue subsanado en posteriores contactos con él y 
con su representación legal. Dichas actuaciones consistieron en la incoación 
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de un expediente en el que se pidió la intervención de los servicios sociales 
comunitarios con la finalidad de que recabaran información sobre la posible 
situación de riesgo/desamparo de la menor, de cuyas conclusiones se 
derivarían, en su caso, las congruentes medidas de protección.

En otras ocasiones la queja guarda relación con la ayuda necesaria 
para atender la condición de victima de un menor, tal como en la queja 
21/6241 en la que la madre de una menor, víctima de abusos sexuales, 
solicitaba nuestra ayuda para conseguir ayuda económica para sufragar el 
coste de los largos desplazamientos que tenía que realizar para que su hija 
recibiera terapia especializada. Nos decía que debía desplazarse desde Vera 
a Almería, que es donde se ubica el recurso especializado que gestiona la 
asociación que la atendía.

Tras interesarnos por su acaso ante el Ayuntamiento de Vera pudimos 
constatar que la oficina municipal de servicios sociales gestionó ante la 
Diputación Provincial de Almería una ayuda económica para dicha finalidad, 
la cual le fue concedida e ingresada a la interesada en tres mensualidades.

En otras ocasiones la queja va referida a la intervención de un centro 
educativo ante la denuncia de maltrato a los alumnos parte de determinado 
profesional docente. Así en la queja 20/8725 la interesada nos decía que en 
el conservatorio de danza en el que estuvo matriculada su hija se promovía 
la anorexia entre las alumnas con consejos dietéticos desproporcionados y 
ejerciendo presión psicológica para que mantuviesen el peso idóneo. También 
se quejaba de la rigidez de los métodos de enseñanza, lo cual llevaba a que 
en ocasiones ejecutasen ejercicios físicos en condiciones no adecuadas.

Tras analizar los hechos, los cuales podrían llegar a encuadrarse en maltrato 
psicológico, decidimos solicitar información al respecto a la Delegación 
Territorial de Educación, respondiéndonos que por parte de la Inspección 
Educativa se realizaron las averiguaciones pertinentes concluyendo de forma 
sucinta lo siguiente:

No se tuvo constancia ni en la Delegación Territorial de Educación, ni en el 
propio centro, ni tampoco tuvieron conocimiento las tutoras de la alumna de 
ninguna queja o denuncia que guardase relación con los hechos expuestos 
en el escrito de queja. Al no existir denuncias ni ningún otro elemento 
probatorio de tales hechos resultaba inviable una posible investigación de 
la Inspección Educativa.
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En cualquier caso, la Inspección Educativa asesoró a la dirección del centro 
para que, tras la preceptiva reunión del claustro de profesores, éste aprobase 
la inclusión explícita entre los objetivos generales del Proyecto Educativo 
del centro velar por el impulso del desarrollo de hábitos saludables y que el 
alumnado aceptase su propia imagen corporal, evitando con ello conductas de 
riesgo relacionadas con anorexia o bulimia.

En congruencia con la información aportada por la Administración acordamos 
dar por concluida nuestra intervención en el caso, teniendo en especial 
consideración para ello la inexistencia de quejas o reclamaciones al respecto, 
y también que la denuncia sobre posibles malos tratos verbales y psicológicos 
adolecía de vaguedad en cuanto a una concreta referencia temporal y tampoco 
individualizaba como posible autor a determinado docente, ello sin perjuicio 
de la alusión relativa a una profesora en referencia a otros hechos que no 
guardaban relación con los supuestos malos tratos o vejaciones.

Tal como indicamos con anterioridad otro conjunto significativo de quejas 
guardan relación con la intervención de los juzgados de instrucción o 
de lo penal en procedimientos derivados de denuncias por maltrato 
a menores de edad. En la mayoría de estos casos la queja se formula en 
disconformidad con el contenido de determinada resolución judicial, sobre 
la cual esta Defensoría carece de competencias para su supervisión.

Así, en la queja 21/6652 la interesada se lamentaba del archivo por parte 
del Juzgado de su denuncia contra el abuelo paterno por abusos sexuales 
a su hija y de que el juzgado no hubiera valorado de forma conveniente las 
diferentes pruebas aportadas.

Otro ejemplo es la queja 21/4794 donde la interesada se queja de la 
intervención de los servicios sociales, fiscalía y juzgados que han intervenido 
tras la denuncia que interpuso contra el padre de su hijo por posible maltrato 
sexual.

A este respecto nos indica que dicha denuncia se presentó en 2016 y que 
tras la pertinente investigación la Fiscalía de Badajoz dio traslado de los 
hechos al Juzgado de Primera Instancia de Granada, en el que se tramita 
el procedimiento civil en que se dilucida la guarda y custodia del menor, 
con cuyas actuaciones se muestra disconforme, así como también con los 
informes aportados a dicho juzgado por los servicios sociales comunitarios.
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En otras ocasiones la queja se centra en los informes periciales que sirven 
de soporte a la resolución judicial, tal como en la queja 21/6972 que incidía 
en la demora con que se emitió el informe de valoración de los abusos 
sexuales padecidos por su hija. Esta demora había provocado a su vez 
demora en el tratamiento psicológico de la menor. Aún teniendo presente 
que el informe pericial había seguido establecido y respetado los protocolos 
profesiones, y que lo mismo se podía predicar de los trámites procesales 
seguidos por el juzgado, la interesada pedía que en la medida de lo posible 
los procedimientos judiciales relativos abusos sexuales a menores se 
tramitasen con mayor agilidad, evitando con ello añadir daños emocionales 
a los menores víctimas de dicho maltrato.

También en la queja 21/3522 una persona que 
fue víctima de violencia de género nos decía 
que aún se encontraba en vigor una orden de 
alejamiento respecto de su ex pareja y padre 
de su hija. Encontrándose en esta situación 
denunciaba que su hija rechazaba las visitas del 
padre establecidas tras la separación y que éste 
reaccionaba causando maltrato psicológico a la 
menor. Nos decía que había solicitado al juzgado 
que ordenase una evaluación psicológica de su hija 
para de este modo solicitar una modificación del 
derecho de visitas, siendo esta petición denegada 
por el juzgado para lo cual solicitaba nuestra 
intervención con la intención de que pudiéramos 
convencer al juzgado para que emitiese distinta resolución.

En otras ocasiones la cuestión que se nos plantea guarda relación con el 
daño emocional que provoca a los menores el propio procedimiento 
judicial, tanto en la toma de declaraciones como en su presencia en 
la sala de vistas. De este modo en la queja 21/8182 la interesada nos 
decía que su hija, de 14 años, fue maltratada por su padrastro, que incluso 
abusó sexualmente de ella. Tras denunciar los hechos su hija había tenido 
que someterse al interrogatorio del juez, de la fiscalía y de la parte acusada, 
lo cual consideraba contraproducente para ella y por eso solicitaba la 
intervención de la Defensoría de la Infancia y Adolescencia.

Se debe prestar 
atención al 
daño emocional 
que sufren 
las víctimas 
menores de edad 
cuando prestan 
declaración o se 
personan en la 
sala de vistas
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En respuesta a esta queja comunicamos a la interesada que la declaración de 
menores de edad en un procedimiento judicial penal, especialmente cuando 
son víctimas de delitos, acarrea tensiones entre la necesidad de preservar 
su integridad física y psíquica y la necesidad de respetar el derecho de 
contradicción y defensa que asiste a toda persona investigada o acusada, 
siendo así que la legislación prevé medidas para evitar que el menor vea 
peligrar su desarrollo emocional como consecuencia del daño psicológico 
que le pudiera provocar su presencia en el juzgado y su declaración.

No obstante, a pesar de las cautelas que pudiera adoptar el juzgado, resulta 
ineludible cumplir con las garantías procesales establecidas para preservar 
los derechos de la persona investigada o acusada, tal como viene a establecer 
la reciente sentencia del Tribunal Supremo 178/2018, de 12 de abril, la 
cual señala que quien sea sospechoso de haber cometido el delito debe ser 
informado de que se va a oír al menor; debe tener oportunidad de observar 
dicha exploración, bien en el momento en que se produce o después, a través 
de su grabación audiovisual; y debe tener la posibilidad de dirigir preguntas 
al menor, de forma directa o indirecta a través del experto, bien durante el 
desarrollo de la primera exploración o en una ocasión posterior indicando 
aquellos aspectos adicionales sobre los que la defensa considera que deben 
ser interrogados.

De cualquier modo, tras analizar su caso concreto, recalcamos a la interesada 
que fue el Juzgado de Instrucción que venía tramitando el procedimiento 
judicial en el que se investigaba la responsabilidad penal en que hubiera 
podido incurrir la persona denunciada el que tomó la decisión de interrogar 
a su hija, víctima de la agresión sexual, a pesar de su minoría de edad, siendo 
así que en relación con esta decisión judicial la Defensoría de la Infancia 
y Adolescencia de Andalucía carece de competencias para intervenir por 
tratarse de un órgano de la Administración de Justicia actuante en el ejercicio 
de la función jurisdiccional que le ha sido encomendada por la Constitución.

3.1.2.8 Intervención del Ente público de Protección de Menores

3.1.2.8.1 Declaraciones de desamparo, tutela y guarda

Como viene siendo habitual en el relato de los informes anuales de esta 
Defensoría un importante número de quejas son presentadas por 
madres y padres cuyos hijos han sido declarados en desamparo en 
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